Radicación: 66001 31 07 001 2020 00059-01

Accionante: Juan Felipe Fajardo Bustamante 

Accionado: CIDCA y otros

Decisión: Declara carencia de objeto

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE ACTA DE GRADO DE CIDCA / ENTIDAD INTERVENIDA POR LA SAE / LA RESPUESTA DEBE SER OPORTUNA Y CONGRUENTE / NO NECESARIAMENTE FAVORABLE / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO.

… Interpretando la Sala los argumentos presentados por el señor Fabio Antonio Moreno Murillo, podemos decir en un inicio que el debate tiene una estrecha relación con la garantía con que contamos todos los ciudadanos de presentar ante las autoridades solicitudes respetuosas y a recibir una respuesta de fondo, clara y congruente; este derecho de tinte fundamental conocido como de petición, es susceptible de amparo en sede de tutela…

… como lo ha decantado la jurisprudencia Constitucional, su alcance e importancia radican en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que esta sea de fondo, esto es, que abarque de manera concreta a los asuntos planteados, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante , y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante y de manera oportuna. (…)

Aterrizando al caso puntual, observa la Sala que frente a las pretensiones del accionante ha surgido una circunstancia nueva que resulta ser suficiente para que la Colegiatura se abstenga de hacer un análisis de fondo al respecto, toda vez que la misma trae como resultado una carencia de objeto por sustracción de materia –hecho superado–, teniendo en cuenta que la SAE expidió en las calendas del 17 de noviembre de 2020 el acta de grado y diploma que reclamaba el accionante en este trámite tutelar…
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado:

“La jurisprudencia constitucional ha identificado tres hipótesis en las cuales se configura el fenómeno de la carencia actual de objeto, a saber: (i) cuando existe un hecho superado, (ii) cuando se presenta un daño consumado y, (iii) cuando acaece una situación sobreviniente”.
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ASUNTO:
Procede la Sala a pronunciarse frente a la impugnación presentada por la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.E. S.A.S., en contra del fallo de tutela emitido el 13 de octubre de 2020 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró el señor JUAN FELIPE FAJARDO BUSTAMANTE en contra de dicha entidad.
ANTECEDENTES FÁCTICOS: 
Narró el accionante que él adelantó sus estudios en el Centro de Investigación de Docencia y Consultoría Administrativa – CIDCA para obtener el título de “tecnólogo en gestión de producción y calidad”; pero que el 5 de noviembre de 2019 se enteró, por un comunicado oficial de la Institución Educativa, que la misma se habría de disolver y liquidar por inviabilidad financiera, al encontrarse inmersa en un proceso de extinción de dominio, en virtud del cual pasó a ser administrada por la Sociedad de Activos Especiales -SAE-.
Así las cosas, el libelista elevó derecho de petición por vía de correo electrónico a la persona encargada de registro y control del CIDCA en su sede principal de Bogotá para que expidieran un certificado de su terminación de estudios, sin embargo, no obtuvo respuesta. 
Expuso, por otro lado, que el año pasado se le había informado que el diploma se habría de entregar en el mes de marzo hogaño, lo que no ha ocurrido, y esta situación, según menciona, le afecta porque le impide matricularse en otra institución educativa para continuar con su estudio en nivel profesional; además, se encontraba esperando un contrato con la Alcaldía de Pereira, para el que requiere contar con el título académico 

Al respecto, contó, la Sociedad de Activos Especiales le ha expresado que “no pueden colaborarle”.  

PRETENSIONES:

El accionante pidió que se ordene al CIDCA realizar las gestiones administrativas correspondientes para efectuar el acto de grado y se le entregue el diploma y acta de grado de tecnólogo en gestión de la producción y la calidad.
ANTECEDENTES PROCESALES:
El Despacho de primera instancia admitió la acción mediante auto del 2 de octubre de 2020, por medio del cual ordenó correr traslado de la demanda a la Secretaría de Educación de Risaralda, el Ministerio de Educación Nacional, la Sociedad de Activos Especiales y la Fundación Centro de Investigación, Docencia y Consultoría Administrativa -F-CIDCA-, además, ordenó la vinculación oficiosa del Depositario Provisional designado por la S.A.E., como administrador y representante legal de la F-CIDCA. 
Más adelante, mediante sentencia del 13 de octubre de 2020, resolvió lo siguiente: 

“PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición del señor Juan Felipe Fajardo Bustamante, identificado con la cédula de ciudadanía 1.088’321.693. 
SEGUNDO: ORDENAR a la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A.S. que si no lo ha hecho, de manera inmediata proceda a correr traslado de la petición presentada por el señor JUAN FELIPE FAJARDO BUSTAMANTE el 15 de septiembre de 2020, con destino al Depositario Provisional como Administrador y Representante Legal de la Fundación Centro de Investigación, Docencia y Consultoría Administrativa F-CIDCA. 
TERCERO: ORDENAR a al Depositario Provisional, como Administrador y Representante Legal, de la Fundación Centro de Investigación, Docencia y Consultoría Administrativa F-CIDCA, señor José Andrés Martínez Silva, o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación que de este proveído se le haga, resuelva de fondo, de manera clara y precisa, la petición realizada por el accionante el 15 de septiembre de 2020, mediante la cual solicitó la entrega del diploma que acredita la terminación de sus estudios en Tecnología en Gestión de la Producción y la Calidad en la Fundación Centro de Investigación, Docencia y Consultoría Administrativa F-CIDCA.

CUARTO: ORDENAR a la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A.S. que, como administradora de los bienes inmersos en un proceso de extinción de dominio, para este caso, de la F-CIDCA, y como órgano controlador de la actividad desplegada por el Depositario Provisional, ejerza vigilancia y control sobre la respuesta que dará el Depositario Provisional a la petición formulada por el accionante Juan Felipe Fajardo Bustamante, haciendo cumplir la orden aquí impartida. 

QUINTO: EXHORTAR al Ministerio de Educación Nacional para que, a partir de su potestad sancionatoria, continúe adelantando las acciones administrativas del caso, orientadas a verificar la ocurrencia de las presuntas faltas derivadas de la actuación de la Institución y sus administradores.”
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
El apoderado especial de la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES promovió recurso de impugnación en el que indicó que La Fiscalía General de la Nación mediante resolución de inicio del 27 de agosto de 2007 ordenó iniciar oficiosamente un trámite de Extinción del Derecho de Dominio sobre los bienes de propiedad del Señor Juan Carlos Ramírez Abadía, entre los que se encontraba la Fundación CIDCA, razón por la cual, acorde con lo dispuesto en la ley 1708 de 2014 fue puesta a disposición de la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A.S.
Expuso que esa Sociedad, con el fin de poder brindar respuesta a las diversas solicitudes presentadas por los miembros de la comunidad estudiantil, ante la situación actual de la Fundación CIDCA, ha adelantado diversas gestiones: 

“1. Pago a proveedores de sistemas con el fin de obtener información de las cohortes académicas en curso, para de esta manera realizar la validación de los procesos aprobados y generar documentación soporte de finalización de estudios o sabana de notas para cada caso. 

2. Proyección y seguimiento al plan de contingencia solicitado por el MEN.

3. Análisis de propuestas presentadas por instituciones educativas par con el fin de finalizar proceso de cohortes académicas en curso. 

4. Atención a Derechos de Petición y Acciones de tutela presentados por la comunidad educativa en general. 

5. Suscripción de contrato con firma asesora especializada en temas educativos. 

6. Inicio de Acciones Legales con administradores anteriores.

7. Levantamiento de información contable. 

8. Análisis y Viabilidad de posibles escenarios de administración con el fin de no dejar acéfala la fundación educativa, teniéndose presente que la SAE SAS no generó administración directa sobre el presente activo. 

9. Pago a proveedores con el fin de realizar documentación de procesos evidenciables de finalización académica…”.
De igual manera, el recurrente se refirió a las dificultades que ha presentado para poder dar trámite a las diversas solicitudes presentadas por los estudiantes, por ejemplo, que en diciembre de 2019 el centro educativo perdió acceso a todos sus sistemas de información hospedados en la compañía IFX, por constantes incumplimientos de las obligaciones por parte del proveedor, entonces, la SAE tuvo que asumir el pago de la obligación para así poder acceder a la información, aun así, se perdieron 2 “máquinas virtuales, las del sistema académico y el servidor web, quedando solo el sistema contable y el servidor de base de datos, y para el 10 de septiembre de 2020, se logró acceder nuevamente a la información de los estudiantes para comenzar a analizar sus peticiones. 
Aunado a lo anterior, durante la primera y segunda semana de octubre de 2020, declinó de su designación en el cargo el representante legal y rector del CIDCA, por lo que fue imprescindible designar a otra persona, porque solo quien desempeña ese cargo está facultado legalmente para suscribir diplomas, actas de grado, certificaciones y sabanas de notas; todo esto, sin contar con que se han recibido acciones de tutela masivas para obtener ese tipo de documentos, muchas veces sin acreditar los requisitos para ello. 
Frente al caso concreto, dijo que esa Sociedad adelantó la gestión respectiva ante el rector de la FCIDCA, quien luego hacer las validaciones necesarias en los sistemas de información de la fundación, generó el insumo pertinente a la Gerencia de Sociedades Activas de la SAE, por lo que mediante correo electrónico del 6 de octubre de 2020 se le comunicó al accionante lo siguiente: 

“Con el fin de dar alcance a su petición nos permitimos informarle que luego de realizada la validación documental académica por parte del Grupo de Trabajo de conocimiento, sumado a esto los documentos por usted suministrados, fue posible establecer que cumple con los requisitos de grado, quedando pendiente la verificación de soporte de presentación de las pruebas saber TyT, mismo que le fue solicitado por correo electrónico con el fin de que nos hiciera llegar el reporte de resultados individuales, sin que a la fecha se cuente con el documento. Con lo anterior damos alcance a su petición y quedamos atentos a la entrega de documentación faltante.”.
Pidió que se revoque la decisión de primer nivel, y en su lugar se nieguen las pretensiones del accionante. 
CONSIDERACIONES:
Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del artículo 86 de la Constitución. 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el Juzgado de primera instancia estuvo ajustada a derecho, o si en este caso en concreto hay lugar a su revocatoria, como lo solicitó la parte impugnante.

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Interpretando la Sala los argumentos presentados por el señor Juan Felipe Fajardo Bustamante, podemos decir en un inicio que el debate tiene una estrecha relación con la garantía con que contamos todos los ciudadanos de presentar ante las autoridades solicitudes respetuosas y a recibir una respuesta de fondo, clara y congruente; este derecho de tinte fundamental conocido como de petición, es susceptible de amparo en sede de tutela, como pacíficamente lo ha reconocido el Órgano de Cierre en la materia, y se encuentra consagrado en el artículo 23 Superior, el cual establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)". Es de anotar que esta garantía fue objeto de regulación legislativa, a través de una Ley Estatutaria 1755 de 2015, que a su vez se ocupó de sustituir el título referente al tema en la Ley 1437 de 2011.

Además, debemos resaltar que el derecho de petición es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia Constitucional, su alcance e importancia radican en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que esta sea de fondo, esto es, que abarque de manera concreta a los asuntos planteados, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante y de manera oportuna.
Aterrizando al caso puntual, observa la Sala que frente a las pretensiones del accionante ha surgido una circunstancia nueva que resulta ser suficiente para que la Colegiatura se abstenga de hacer un análisis de fondo al respecto, toda vez que la misma trae como resultado una carencia de objeto por sustracción de materia –hecho superado–, teniendo en cuenta que la SAE expidió en las calendas del 17 de noviembre de 2020 el acta de grado y diploma que reclamaba el accionante en este trámite tutelar. Tal acontecer, sin duda alguna, torna en innecesario cualquier pronunciamiento adicional en esta instancia frente a los planteamientos de la parte accionante, pues ha quedado cerrado el escenario de debate, porque ante la variación fáctica en que hoy nos encontramos, queda desierta en la actualidad la presencia de cualquier problema jurídico que debiera esta Corporación resolver.
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado:

“53. La jurisprudencia constitucional ha identificado tres hipótesis en las cuales se configura el fenómeno de la carencia actual de objeto, a saber: (i) cuando existe un hecho superado, (ii) cuando se presenta un daño consumado y, (iii) cuando acaece una situación sobreviniente

54. Primero, la carencia actual de objeto por hecho superado tiene lugar cuando, entre la interposición de la acción de tutela y la decisión del juez constitucional, desaparece la afectación al derecho fundamental alegado y se satisfacen las pretensiones del accionante, debido a “una conducta desplegada por el agente transgresor”. En otras palabras, se configura la carencia actual de objeto cuando “se satisface por completo la pretensión contenida en la acción de tutela, es decir, que por razones ajenas a la intervención del juez constitucional, desaparece la causa que originó la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del peticionario”.

55. Cuando se encuentra demostrada esta situación, el juez de tutela no se encuentra obligado a proferir un pronunciamiento de fondo. Sin embargo, de considerarlo necesario, puede realizar observaciones sobre los hechos que dieron lugar a la interposición de la acción de tutela, bien sea para condenar su ocurrencia, advertir sobre su falta de conformidad constitucional o conminar al accionado para evitar su repetición. Ahora bien, la Corte ha advertido que “lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que en la sentencia […] se demuestre el hecho superado”.

56. La Corte ha señalado tres criterios para determinar si en un caso concreto operó o no el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado: (i) que con anterioridad a la acción de tutela exista una vulneración o amenaza a un derecho fundamental del accionante, cuya protección sea posteriormente solicitada; (ii) que durante el trámite de la acción de tutela haya cesado la vulneración o amenaza del derecho, y; (iii) si la acción pretende el suministro de una prestación y, “dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se puede considerar que existe un hecho superado”.

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello el fenómeno del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR Y DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO, en la acción de tutela promovida por parte del señor JUAN FELIPE FAJARDO BUSTAMANTE en contra de la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.E. S.A.S., acorde con los motivos expuestos en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, Sentencia T-107 de 2018
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